
 

DECRETO Nº 498. 

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE EL SALVADOR, 

 

CONSIDERANDO: 

I.- Que conforme al Decreto Legislativo No. 126, de fecha 30 de octubre de 1997, publicado en el Diario 
Oficial No. 227, Tomo No. 337 de fecha 4 de diciembre del mismo año, fue ratificado el Convenio 
Centroamericano para la Prevención y la Represión de los Delitos del Lavado de Dinero y de Activos 
Relacionados con el Tráfico ilícito de Drogas y Delitos Conexos; 

II.- Que se impone la necesidad de adoptar las medidas legales a fin de que las inversiones nacionales 
como extranjeras que se hagan en nuestro país, lo sean con fondos que tengan origen licito; 

III.- Que es una preocupación del Estado el crecimiento y auge de conductas delictivas, en las cuales los 
sujetos culpables de las mismas buscan y utilizan diversos mecanismos para darle una apariencia de 
legitimidad a las ganancias, bienes o beneficios obtenidos de la comisión de determinados delitos, a 
través de lo que se denomina como Lavado o Blanqueo de Dinero; 

IV.- Que para lograr sus objetivos los delincuentes utilizan diversas entidades, especialmente las 
instituciones financieras para el lavado de dinero proveniente de actividades delictivas, lo cual puede 
poner en peligro la solidez y la estabilidad de dichas Instituciones, así como la credibilidad del sistema 
financiero en su conjunto, ocasionando o pudiendo ocasionar la pérdida de confianza del público; 

V.- Que el lavado de dinero influye de manera manifiesta en el aumento de la delincuencia organizada, 
por lo que es necesario combatir dicho delito, especialmente por medio de normas de carácter penal, 
las que deben ir acompañadas de medidas de vigilancia sobre el sistema financiero y otros entes 
afines, de manera que exista un control y seguimiento de las actividades de esas instituciones y sus 
usuarios. 

 

POR TANTO, 

 En uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa del Presidente de la República, por medio del 
Ministro de Justicia y de los Diputados Juan Duch Martínez, Gerson Martínez, Ciro Cruz Zepeda Peña, Ronal 
Umaña, Norma Fidelia Guevara de Ramirios, Julio Antonio Gamero Quintanilla, José Rafael Machuca Zelaya, 
Alfonso Aristides Alvarenga, Elvia Violeta Menjívar, Jorge Alberto Villacorta Muñoz, Rosario del Carmen Acosta, 
Herbert Mauricio Aguilar Zepeda, René Napoleón Aguiluz, Alex René Aguirre, José Antonio Almendariz Rivas, 
Walter René Araujo Morales, José Orlando Arévalo Pineda, Arturo Argumedo, Nelson Edgardo Avalos, Jorge 
Alberto Barrera, Donald Ricardo Calderón Lam, Eugenio Chicas Martínez, Isidro Antonio Caballero Caballero, 
Olme Remberto Contreras, Marta Lilian Coto, Luis Alberto Cruz, Roberto José D´Aubuisson Munguía, Ramón 
Díaz Bach, Carlos Alberto Escobar, René Mario Figueroa Figueroa, Hermes Alcides Flores Molina, Jesús 
Grande, Nelson Funes, Nelson Napoleón García, Mauricio González Ayala, Elizardo González Lovo, Román 
Ernesto Guerra Romero, Schafik Jorge Handal, José Ismael Iraheta Troya, José Roberto Larios, Francisco 
Roberto Lorenzana Durán, Carlos Guillermo Magaña Tobar, Alejandro Dagoberto Marroquín, Alvaro Gerardo 
Martín Escalón, Juan Ramón Medrano Guzmán, José Manuel Melgar Henríquez, Raúl Mijango, María Isabela 
Morales Ayala, Julio Eduardo Moreno Niños, José Mario Moreno Rivera, Jorge Alberto Muñoz Navarro, María 
Ofelia Navarrete de Dubón, Roberto Navarro Alvarenga, Sigifredo Ochoa Pérez, Salvador Horacio Orellana 
Alvarez, Rúben Orellana, Oscar Samuel Ortiz Ascencio, Olga Elizabeth Ortiz Murillo, Lorena Guadalupe Peña 
Mendoza, Mariela Peña Pinto, Renato Antonio Pérez, Sílfide Marixa Pleitez de Ramírez, Norman Noel Quijano, 
José Mauricio Quinteros Cubías, Horacio Humberto Ríos Oreliana, Alejandro Rivera, Humberto Centeno, 
Abraham Rodríguez Rivera, David Rodríguez Rivera, René Oswaldo Rodríguez Velasco, Ileana Argentina Rogel 
de Rivera, Miguel Angel Sáenz Varela, José Mauricio Salazar Hernández, Kirio Waldo Salgado, Mercedes Gloria 
Salguero Gross, Julio Alfredo Samayoa, Roberto Serrano Alfaro, Wilber Ernesto Serrano Calles, María Marta 



 

Concepción Valladares, José Ricardo Vega Hernández, Sarbelio Ventura Cortez, Rubén Ignacio Zamora Rivas, 
María Elizabeth Zelaya Flores, Amado Aguiluz Aguiluz, Ernesto Iraheta Escalante y Gerardo Antonio Suvillaga. 

 

DECRETA, la siguiente: 

 

LEY CONTRA EL LAVADO DE DINERO Y DE ACTIVOS. 

 

CAPITULO I 

OBJETO DE LA LEY 

 

OBJETO DE LA LEY 

 Art. 1.- La presente Ley tiene como objetivo prevenir, detectar, sancionar y erradicar el delito de lavado de 
dinero y de activos, así como su encubrimiento. 

 

SUJETOS DE APLICACIÓN DE LA LEY Y SUJETOS OBLIGADOS. (3) 

Art. 2.- La presente Ley será aplicable a cualquier persona natural o jurídica aun cuando esta última no se 
encuentre constituida legalmente; quienes deberán presentar la información que les requiera la autoridad 
competente, que permita demostrar el origen lícito de cualquier transacción que realicen. (2) (3) 

Sujetos obligados son todos aquellos que habrán de, entre otras cosas, reportar las diligencias u 
operaciones financieras sospechosas y/o que superen el umbral de la ley, nombrar y capacitar a un Oficial de 
Cumplimiento, y demás responsabilidades que esta Ley, el Reglamento de la misma, así como el Instructivo de 
la UIF les determinen. (3) 

Se consideran sujetos obligados por la presente Ley, los siguientes: (2) (3) 

1) Toda sociedad, empresa o entidad de cualquier tipo, nacional o extranjera, que integre una institución, 
grupo o conglomerado financiero supervisado y regulado por la Superintendencia del Sistema 
Financiero; (2) (3) 

2) Micro-financieras, Cajas de Crédito e Intermediarias Financieras no Bancarias; (2) (3) 

3) Importadores o Exportadores de Productos e Insumos Agropecuarios, y de Vehículos nuevos o usados; 
(2) (3) 

4) Sociedades Emisoras de Tarjetas de Crédito, Co-emisores y Grupos Relacionados; (2) (3) 

5) Personas naturales y jurídicas que realicen transferencias sistemáticas o sustanciales de fondos, 
incluidas las Casas de Empeño y demás que otorgan préstamos; (2) (3) 

6) Casinos y Casas de Juego; (2) (3) 

7) Comercializadores de Metales y Piedras Preciosas; (2) (3) 

8) Empresas e Intermediarios de Bienes Raíces; (2) (3) 

9) Agencias de Viajes, Empresas de Transporte Aéreo, Terrestre y Marítimo; (2) (3) 

10) Personas naturales y jurídicas que se dediquen al envío y recepción de encomiendas y remesas; (2) 
(3) 

11) Empresas Constructoras; (2) (3) 



 

12) Empresas Privadas de Seguridad e Importadoras y Comercializadoras de Armas de Fuego, 
Municiones, Explosivos y Artículos Similares; (2) (3) 

13) Empresas Hoteleras; (2) (3) 

14) Partidos Políticos; (2) (3) 

15) Proveedores de Servicios Societarios y Fideicomisos; (2) (3) 

16) Organizaciones No Gubernamentales; (2) (3) 

17) Inversionistas Nacionales e Internacionales; (2) (3) 

18) Droguerías, Laboratorios Farmacéuticos y Cadenas de Farmacias; (2) (3) 

19) Asociaciones, Consorcios y Gremios Empresariales; y, (2) (3) (4) 

20) Cualquier otra Institución Privada o de Economía Mixta, y Sociedades Mercantiles. (2) (3) (4) 

Así mismo los Abogados, Notarios, Contadores y Auditores tendrán la obligación de informar o reportar las 
transacciones que hagan o se realicen ante sus oficios, mayores de Diez Mil Dólares de los Estados Unidos de 
América, conforme lo establece el Art. 9 de la presente Ley. (2) (3) 

Los sujetos obligados que no sean supervisados por institución oficial en su rubro ordinario de actividades, 
únicamente estarán exentos de nombrar y tener un oficial de cumplimiento; por lo tanto, no se les releva del 
cumplimiento de las demás obligaciones que se aluden en el Inciso Segundo del presente artículo. (3) 

(7) (INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA) 

*INICIO DE NOTA: 

Por Decreto Legislativo No. 844 de fecha 29 de noviembre de 2017, publicado en el Diario Oficial No. 232, 
Tomo 417 de fecha 12 de diciembre de 2017, SE INTERPRETA AUTÉNTICAMENTE EL ANTERIOR 

ARTICULO 2 DE LA PRESENTE LEY, POR LO QUE SE TRANSCRIBE LITERALMENTE, ASI: 

 

DECRETO No. 844. 

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, 

 

CONSIDERANDO 

I. Que mediante Decreto Legislativo No. 498, de fecha 02 de diciembre de 1998, publicado en el Diario 
Oficial No. 240, Tomo 341, del 23 del mismo mes y año, se emitió la LEY CONTRA EL LAVADO DE 
DINERO Y DE ACTIVOS, la que tiene por objetivo prevenir, detectar, sancionar y erradicar el delito de 
lavado de dinero y de activos, así como su encubrimiento. 

II. Que el Art. 2 de la Ley a la que se ha hecho referencia en el Considerando anterior, regula que el 
mercado de seguros en El Salvador, es un mercado regulado por la Superintendencia del Sistema 
Financiero como ente encargado de supervisar el cumplimiento de las normas contables, financieras 
y legales de todos los actores de este mercado por lo que están obligados a nombrar un Oficial de 
Cumplimiento. 

III. Que los Intermediarios de Seguros son personas naturales o jurídicas que se encargan de promover 
la contratación de seguros en general, brindando una asesoría técnica a los clientes antes y durante 
la relación comercial con las sociedades de seguros; así mismo, éstos no están vinculados a las 
sociedades de seguros, con las cuales no median relación de subordinación ni dependencia 
empresarial. 



 

IV. Que los Intermediarios de Seguros no son los aseguradores de los tomadores de seguros, y no reciben 
las primas periódicas del pago de éstas, ni son los sujetos obligados a cumplir con la indemnización 
en caso de siniestro; lo anterior, ya que son los clientes tomadores de seguros los que pagan 
directamente a las sociedades de seguros las pólizas contratadas. 

V. Que es obligación de los Intermediarios de Seguros explicar a los clientes que la responsabilidad de 
los seguros contratados es de la sociedad de seguros respectiva y que la utilización de dicho medio 
para su contratación no significa certificación sobre la solvencias de éstas, por lo que no es obligación 
de los intermediarios de seguros administrar o recibir los pagos por estas pólizas. 

VI. Que por las razones anteriormente expuestas, las indemnizaciones iguales o mayores a diez mil 
dólares de los Estados Unidos de América; así como, la percepción de las primas de igual cantidad o 
superiores, son responsabilidad de las sociedades de seguros y no de los Intermediarios de Seguros, 
lo que hace necesario evitar duplicidad de funciones en cuanto al requisito de nombrar un Oficial de 
Cumplimiento a los Intermediarios de Seguros. 

VII. Que la referida disposición da lugar a interpretaciones diversas, lo que genera incertidumbre en los 
aplicadores de la misma, por lo que se vuelve necesario interpretar auténticamente el referido artículo, 
a efecto de plasmar en éste el espíritu con el cual fue aprobado. 

 

POR TANTO, 

en uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa del Diputado Mauricio Ernesto Vargas Valdés. 

 

DECRETA: 

 

Art. 1.- Interprétese auténticamente el Art. 2 de la Ley Contra el Lavado de Dinero y de Activos, emitida 
mediante Decreto Legislativo No. 498, de fecha 02 de diciembre de 1998, publicado en el Diario Oficial No. 240, 
Tomo 341, del 23 del mismo mes y año, en el sentido que en el caso de los Intermediarios de Seguros, sean 
éstas personas naturales o jurídicas que se encuentre debidamente registrada en la Superintendencia del 
Sistema Financiero, estarán exentos de las obligaciones a que se refieren en el inciso segundo del referido 
artículo, relativas a nombrar un Oficial de Cumplimiento y el deber de reportar a la UIF de la Fiscalía General 
de la República, las diligencias u operaciones financieras sospechosas o que superen el umbral de la Ley, 
teniendo el deber de cumplir con las demás obligaciones emanadas de la misma, el Reglamento respectivo; así 
como, el instructivo que la UIF establezca. 

 

Art. 2.- Esta interpretación auténtica queda incorporada al texto de la Ley contra el Lavado de Dinero y de 
Activos. 

 

Art. 3.- El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario Oficial. 

 

DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los veintinueve días del mes 
de noviembre del año dos mil diecisiete. 

 
GUILLERMO ANTONIO GALLEGOS NAVARRETE, 

PRESIDENTE. 
 

LORENA GUADALUPE PEÑA MENDOZA, 
PRIMERA VICEPRESIDENTA. 



 

 
DONATO EUGENIO VAQUERANO RIVAS, 

SEGUNDO VICEPRESIDENTE. 
 

JOSÉ FRANCISCO MERINO LÓPEZ, 
TERCER VICEPRESIDENTE. 

 
RODRIGO ÁVILA AVILÉS, 

CUARTO VICEPRESIDENTE. 
 

SANTIAGO FLORES ALFARO, 
QUINTO VICEPRESIDENTE. 

 
GUILLERMO FRANCISCO MATA BENNETT, 

PRIMER SECRETARIO. 
 

RENÉ ALFREDO PORTILLO CUADRA, 
SEGUNDO SECRETARIO. 

 
FRANCISCO JOSÉ ZABLAH SAFIE, 

TERCER SECRETARIO. 
 

REYNALDO ANTONIO LÓPEZ CARDOZA, 
CUARTO SECRETARIO. 

 
JACKELINE NOEMÍ RIVERA ÁVALOS, 

QUINTA SECRETARIA. 
 

SILVIA ESTELA OSTORGA DE ESCOBAR, 
SEXTA SECRETARIA. 

 
MANUEL RIGOBERTO SOTO LAZO, 

SÉPTIMO SECRETARIO. 
 

JOSÉ SERAFÍN ORANTES RODRÍGUEZ, 
OCTAVO SECRETARIO. 

 

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los doce días del mes de diciembre del año dos mil diecisiete. 

 
PUBLÍQUESE, 

 
SALVADOR SÁNCHEZ CERÉN, 

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. 
 

MAURICIO ERNESTO RAMÍREZ LANDAVERDE, 
MINISTRO DE JUSTICIA Y SEGURIDAD PÚBLICA. 

 

FIN DE NOTA* 

 

UNIDAD DE INVESTIGACION FINANCIERA. 



 

 Art. 3.- Créase la Unidad de Investigación Financiera para el delito de lavado, como oficina primaria adscrita 
a la Fiscalía General de la República, que en el contexto de la presente Ley podrá abreviarse UIF. Los requisitos 
e incompatibilidades para pertenecer a la UIF, serán desarrollados en la Ley Orgánica del Ministerio Público. 

 

CAPITULO II 

DE LOS DELITOS 

 

LAVADO DE DINERO Y DE ACTIVOS. 

 Art. 4.- El que depositare, retirare, convirtiere o transfiriere fondos, bienes o derechos relacionados que 
procedan directa o indirectamente de actividades delictivas, para ocultar o encubrir su origen ilícito, o ayudar a 
eludir las consecuencias jurídicas de sus actos a quien haya participado en la comisión de dichas actividades 
delictivas, dentro o fuera del país, será sancionado con prisión de cinco a quince años y multa de cincuenta a 
dos mil quinientos salarios mínimos mensuales vigentes para el comercio, industria y servicios al momento que 
se dicta la sentencia correspondiente. (2) (Inciso declarado inconstitucional por Sentencia de 

Inconstitucionalidad con referencia 141-2016 de fecha 15 de diciembre de 2021, publicada en el Diario Oficial 

No. 3, Tomo 434 de fecha 05 de enero de 2022) 

Se entenderá también por lavado de dinero y de activos, cualquier operación, transacción, acción u omisión 
encaminada a ocultar el origen ilícito y a legalizar bienes y valores provenientes de actividades delictivas 
cometidas dentro o fuera del país. (2) 

En el caso de las personas jurídicas, las sanciones serán aplicadas a las personas naturales mayores de 
18 años, que acordaron o ejecutaron el hecho constitutivo del lavado de dinero y de activos. (2) 

 

CASOS ESPECIALES DE LAVADO DE DINERO Y DE ACTIVOS 

 Art. 5.- Para los efectos penales se consideran también lavado de dinero y de activos, y serán sancionados 
con prisión de ocho a doce años y multa de cincuenta a dos mil quinientos salarios mínimos mensuales, 
computados conforme a lo establecido en el Artículo anterior, los hechos siguientes: (Inciso declarado 

inconstitucional por Sentencia de Inconstitucionalidad con referencia 141-2016 de fecha 15 de diciembre de 

2021, publicada en el Diario Oficial No. 3, Tomo 434 de fecha 05 de enero de 2022) 

a) Ocultar o disfrazar en cualquier forma la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o 
la propiedad aparentemente legal de fondos, bienes o derechos relativos a ellos, que procedan directa 
o indirectamente de actividades delictivas; y, 

b) Adquirir, poseer y utilizar fondos, bienes o derechos relacionados con los mismos, sabiendo que 
derivan de actividades delictivas con la finalidad de legitimarlos. 

 

OTROS DELITOS GENERADORES DE LAVADO DE DINERO Y DE ACTIVOS 

 Art. 6.- Estarán sometidos a la presente Ley toda actividad delictiva generadora de lavado de dinero y de 
activos, y de manera especial en lo que fuere aplicable los siguientes delitos: 

a) Los previstos en el capitulo IV de la Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas; 

b) Comercio de personas; 

c) Administración fraudulenta; 

d) Hurto y Robo de vehículos; 

e) Secuestro; 

f) Extorsión; 



 

g) Enriquecimiento ilícito; 

h) Negociaciones ilícitas; 

i) Peculado; 

j) Soborno; 

k) Comercio ilegal y depósito de armas; 

l) Evasión de impuestos; 

m) Contrabando de mercadería; 

n) Prevaricato; 

o) Estafa; y, 

p) Todo acto de encubrimiento y legalización de dinero o bienes procedentes de actividades delictivas. 

 

CASOS ESPECIALES DEL DELITO DE ENCUBRIMIENTO. 

 Art. 7.- Para los efectos de esta Ley se considerarán encubridores: 

a) Los que sin concierto previo con los autores o participes del delito de lavado de dinero y de activos, 
ocultaren, adquirieren o recibieren dinero, valores u otros bienes y no informaren a la autoridad 
correspondiente, inmediatamente después de conocer su origen, o impidieren el decomiso de dinero 
u otros bienes que provengan de tal actividad delictiva; 

b) Los que sin concierto previo con los autores o participes, ayudaren a eludir las investigaciones de la 
autoridad o a sustraerse a la acción de ésta; 

c) Los Superintendentes y demás funcionarios o empleados de los organismo encargados de fiscalizar o 
supervisar, que no comuniquen inmediatamente u obstaculicen el conocimiento a la Fiscalía General 
de la República, de la información que les remitan las entidades bajo su control; 

d) Quienes con conocimiento hayan intervenido como otorgantes en cualquier tipo de contrato simulado, 
de enajenación, mera tenencia o inversión, por medio de la cual se encubra la naturaleza, origen, 
ubicación, destino o circulación de las ganancias, valores, o demás bienes provenientes de hechos 
delictivos tal como se especifica en el Artículo 4 de esta Ley, o hayan obtenido de cualquier manera 
beneficio económico del delito; y, 

e) Quién compre, guarde, oculte o recepte dichas ganancias, bienes o beneficios, seguros y activos 
conociendo su origen delictivo. 

 En los casos de las letras a) y b) la sanción será de cinco a diez años de prisión y en los casos de las letras 
c), d) y e) de cuatro a ocho años de prisión. 

 

ENCUBRIMIENTO CULPOSO 

 Art. 8.- En los casos del artículo anterior, si el encubrimiento se produjere por negligencia, impericia o 
ignorancia inexcusable en las atribuciones de los funcionarios o empleados de las instituciones a que se refiere 
el Artículo 2 de esta Ley, o de los organismos fiscalizadores o de supervisión en que se produce, la sanción 
será de dos a cuatro años. 

 

TRASIEGO DE DINERO Y ACTIVOS. (6) 

Art. 8-A.- El que por sí o interpósita persona al ingresar, transitar o salir del territorio de la República por 
cualquier vía, independientemente de su nacionalidad, omita declarar, declare falsamente o de forma inexacta, 
a la autoridad aduanera, en el formulario previamente establecido, la posesión, tenencia o transporte de billetes, 



 

instrumentos negociables al portador, títulos valores o bienes con valor cambiario que no sean de uso personal, 
individualmente o en conjunto, valorados en moneda nacional o extranjera, en la cuantía de diez mil dólares de 
los Estados Unidos de América o más o el equivalente en moneda extranjera, será sancionado con prisión de 
tres a cinco años. (6) 

En el formulario a que se refiere el inciso anterior, deberá advertirse lo establecido en el presente artículo. 
(6) 

 

CAPITULO III 

OBLIGACIONES DE LAS INSTITUCIONES SOMETIDAS AL CONTROL DE ESTA LEY 

 

 Art. 9.- Los sujetos obligados deberán informar a la UIF, por escrito o cualquier medio electrónico y en el 
plazo máximo de cinco días hábiles, cualquier operación o transacción de efectivo, fuere individual o múltiple, 
independientemente que se considere sospechosa o no, realizada por cada usuario o cliente que en un mismo 
día o en el término de un mes exceda los Diez Mil Dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente 
en cualquier moneda extranjera. El plazo para remitir la información se computará a partir del día siguiente de 
realizada la operación o transacción. Igual responsabilidad tendrán si se trata de operaciones financieras que 
se efectúen por cualquier otro medio, si ésta fuere superior a Veinticinco Mil Dólares de los Estados Unidos de 
América o su equivalente en cualquier moneda extranjera. (2) (3) 

Las sociedades de seguros, dentro del plazo establecido en el inciso anterior, también deberán informar a 
la UIF de todos los pagos que realicen en concepto de indemnización de los riesgos que aseguren en exceso 
de la cantidad indicada en el inciso anterior. (2) (3) 

 

 Art. 9-A.- Los reportes de operaciones sospechosas deberán ser remitidos a la Unidad de Investigación 
Financiera en el plazo máximo de cinco días hábiles, contados a partir del momento en que, de acuerdo al 
análisis que se realice, existan suficientes elementos de juicio para considerarlas irregulares, inconsistentes o 
que no guardan relación con el tipo de actividad económica del cliente. Dicho análisis deberá hacerse a más 
tardar dentro del plazo de quince días hábiles, prorrogables una sola vez, por igual período, previa solicitud a la 
UIF. (2) (3) 

El monto de las operaciones o transacciones es irrelevante para los efectos del presente artículo. (2) 

Los sujetos a que se refiere el Art. 9 de la presente Ley, también estarán obligados a reportar la tentativa 
de operaciones sospechosas. La UIF emitirá el formulario para reportar este tipo de operaciones. (2) 

No obstante lo establecido en las Leyes Especiales sobre la materia, los sujetos a que se refiere el Art. 9 
de la presente Ley, están obligados a enviar un reporte de operación sospechosa cuando existan motivos 
razonables para considerar que el dinero o los activos están relacionados o podrían ser utilizados para actos 
terroristas u organizaciones terroristas, crimen organizado, narcotráfico y cualquiera de sus variantes. (2) 

La UIF podrá efectuar inspecciones, análisis o auditorías a los sujetos obligados, mediante procedimiento 
aleatorio o cuando existieren indicios sobre actuaciones irregulares, con el propósito de verificar el debido 
cumplimiento a lo anterior. (3) 

 

9-B.- Los sujetos obligados, especialmente los enumerados en el Art. 2 de esta Ley, deberán establecer 
una política interna de debida diligencia para la identificación de sus usuarios o clientes. Los sujetos obligados 
deben instituir, con base al Reglamento de la presente Ley, una política interna fehaciente y con intensificada 
diligencia para la identificación de las personas expuestas políticamente, sean nacionales o extranjeras, así 
como la identidad de cualquier otra persona natural o jurídica en cuyo nombre actúen, requiriendo a sus clientes 
información actualizada y complementaria sobre dicha condición. (2) (3) (5) 



 

Por persona expuesta políticamente habrá de entenderse todo aquel sujeto que esté comprendido en los 
Arts. 236 y 239 de la Constitución de la República, Art. 2 literales "a", "b" y "c" y Art. 52 de la Convención de las 
Naciones Unidas Contra la Corrupción. (3) (5) 

 

Art. 10.- Los sujetos obligados además de las obligaciones señaladas en el artículo anterior, tendrán las 
siguientes: (2) (3) 

a) Identificar fehacientemente y con la diligencia necesaria a todos los usuarios que requieran sus 
servicios, así como la identidad de cualquier otra persona natural o jurídica, en cuyo nombre están 
ellos actuando; (2) 

b) Archivar y conservar la documentación de las operaciones por un plazo de cinco años, contados a 
partir de la fecha de la finalización de cada operación. Por igual plazo deberán archivar y conservar 
datos de identificación, archivos de cuentas y correspondencia comercial de sus clientes, a partir de la 
terminación de una cuenta o relación comercial. La información sobre el cliente y las transacciones, 
deberá estar disponible cuando lo requieran las autoridades competentes en debida forma; (2) 

c) Capacitar al personal sobre los procesos o técnicas de lavado de dinero y de activos, a fin de que 
puedan identificar situaciones anómalas o sospechosas; (2) 

d) Establecer mecanismos de auditoría interna para verificar el cumplimiento de lo establecido en esta 
ley; (2) 

e) Adoptar, bajo los términos previstos en el Art. 9-B de la presente Ley y de acuerdo al Reglamento de 
esta Ley, políticas, reglas y mecanismos de conducta que observarán sus administradores, 
funcionarios y empleados, consistentes en: (2) (3) (5) 

I) Conocer adecuadamente la actividad económica que desarrollan sus clientes, su magnitud, 
frecuencia, características básicas de las transacciones en que se involucran cotidianamente y, 
en particular, la de quienes efectúan cualquier tipo de depósito a la vista; a plazos, cuentas de 
ahorros, entregan bienes en fiducia o encargo fiduciario, o los que depositan en cajas de 
seguridad, entre otros. Los clientes, a requerimiento de los sujetos obligados, deberán 
proporcionar cualquier tipo de documentación financiera, contable, tributaria, representativa de la 
propiedad, posesión o tenencia de bienes muebles e inmuebles, constancia de sueldos, o ingresos 
que justifiquen la procedencia y el propósito de cada operación; (2) (3) 

II) En caso que el cliente no proporcione la información o documentación requerida por los sujetos 
obligados, éstos podrán dar por terminadas las relaciones contractuales con dicho cliente, lo que 
deberán informar a la UIF; (2) (3) 

III) Establecer que el volumen, valor y movimiento de fondos de sus clientes guarden relación con la 
actividad económica de los mismos; (2) (3) 

IV) Reportar a la Fiscalía General de la República, a través de la UIF, de conformidad al Art. 9-A de 
la presente Ley, cualquier información relevante sobre manejo de fondos, cuya cuantía o 
características no guarden relación con la actividad económica de sus clientes; o sobre 
transacciones de sus usuarios que por los montos involucrados, por su número, complejidad, 
características o circunstancias especiales, se alejaren de los patrones habituales o 
convencionales de las transacciones del mismo género; y que por ello pudiere concluirse 
razonablemente que se podría estar utilizando o pretendiendo utilizar a la entidad financiera para 
transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas. 
(3) 

 

 Art. 11.- Los sujetos obligados deben mantener registros nominativos de sus usuarios. Estos no 
mantendrán cuentas anónimas o cuentas en las cuales hayan nombres incorrectos o ficticios. (3) 

 



 

 Art. 12.- Los sujetos obligados deben mantener por un período no menor de quince años los registros 
necesarios sobre transacciones realizadas, tanto nacionales como internacionales, que permitan responder con 
prontitud a las solicitudes de información de los Organismos de fiscalización o supervisión correspondientes, de 
las Fiscalía General de la República y de los Tribunales competentes, en relación con el delito de lavado de 
dinero y de activos. Tales registros servirán para reconstruir cada transacción, a fin de proporcionar, de ser 
necesario, pruebas de conducta delictiva. (3) 

 

 Art. 13.- Los sujetos obligados deben controlar las transacciones que realicen sus clientes y usuarios, que 
sobrepase las cantidades establecidas y las condiciones indicadas en el Art. 9, inciso primero de la presente 
Ley. (2) (3) 

Para llevar el control indicado, los sujetos obligados podrán capturar en sus sistemas en forma 
automatizada los datos pertinentes para identificar a sus clientes y usuarios, utilizar el formulario diseñado por 
la Unidad de Investigación Financiera para tal efecto, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos: 
(2) (3) 

a) Identificación de la persona que realiza físicamente la transacción, anotando su nombre completo, 
fecha de nacimiento, nacionalidad, domicilio y residencia, profesión u oficio, estado familiar, documento 
de identidad presentado; (2) (3) 

b) Identificación de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción, expresándose los datos indicados 
en el literal anterior; (2) 

c) Identificación de la persona beneficiaria o destinataria de la transacción, si la hubiere, la cual contendrá 
similar información a la señalada en el literal a); (2) 

d) Tipo de transacción de que se trata; (2) 

e) Código que identifica a la Institución donde se realizó la transacción; (2) 

f) Código del funcionario o empleado de la Institución que tramita la operación; (2) 

g) El monto de la transacción; (2) 

h) El lugar, la hora y fecha de la transacción. (2) 

Las Instituciones remitirán este formulario a la UIF. (2) 

 

 Art. 14.- Los sujetos obligados deben establecer una Oficialía de Cumplimiento, a cargo de un Oficial 
nombrado por la Junta Directiva u órgano competente. (2) (3) 

El Oficial de Cumplimiento debe reunir los siguientes requisitos: (2) (3) 

a) Certificación ratificada por parte de la Fiscalía General de la República, en materia de prevención de 
lavado de dinero y de activos, financiamiento del terrorismo, y dos años de experiencia en dichas 
ramas; (2) (3) 

b) Ostentar cargo gerencial; (2) 

c) Habilidades y conocimientos sobre aspectos jurídicos, negocios y controles; y (2) 

d) Contar con grado académico a nivel universitario y conocimiento sobre aspectos administrativos y 
jurídicos del giro del negocio o actividad de que se trate. (2) (3) 

Los integrantes de la Oficialía de Cumplimiento gozarán de independencia, teniendo facultad para la toma 
de decisiones en lo que compete a su función. No pudiendo ser despedidos, sancionados o removidos de sus 
cargos por cumplir con las atribuciones inherentes a los mismos. (2) 

La estructura y funcionamiento de la Oficialía de Cumplimiento se regulará conforme al Reglamento de esta 
Ley. (2) 



 

En los casos de Conglomerados Financieros, de conformidad al literal c) del Art. 133 de la Ley de Bancos, 
un mismo Oficial de Cumplimiento podrá realizar dicha función en diferentes empresas del mismo 
conglomerado, cuando así lo determine la Junta Directiva atendiendo al número de clientes, número de 
empleados y volumen de operaciones de dichas empresas. (2) 

 

 Art. 15.- En caso de incumplimiento a las obligaciones establecidas en la presente Ley y demás 
disposiciones normativas, el sujeto obligado asumirá la responsabilidad que regula el Art. 38 inciso segundo del 
Código Penal, sin perjuicio de las responsabilidades penales personales que fueren aplicables conforme al 
Capítulo II de esta Ley, así como de las distintas maneras de coparticipación delictiva que se regulan en el 
Código Penal y de otras consecuencias que resultaren aplicables, incluso las de orden administrativo. (3) 

 

Art. 15-A.- Todos los registros e informes requeridos por la presente Ley deben ser guardados y 
transmitidos en papel o en forma electrónica. (2) 

 

CAPITULO IV 

DE LA COLABORACION INTERINSTITUCIONAL 

 

 Art. 16.- Los organismos e instituciones del Estado y especialmente el Ministerio de Hacienda, el Banco 
Central de Reserva, Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas y los organismos públicos de fiscalización, 
estarán obligados a brindar acceso directo o en forma electrónica a sus respectivas bases de datos y la 
correspondiente colaboración en la investigación de las actividades y delitos regulados por la presente ley, a 
solicitud de la UIF y, de acuerdo a lo establecido en el reglamento. 

 

 Art. 17.- El Fiscal General de la República, podrá solicitar información a cualquier ente estatal, autónomo, 
privado o personas naturales para la investigación del delito de lavado de dinero y de activos estando éstos 
obligados a proporcionar la información solicitada. 

 

 Art. 18.- Con la Colaboración de las entidades mencionadas en el Art. 16 de la presente ley, la Fiscalía 
General de la República, creará y mantendrá un banco de datos relacionados con el delito de lavado de dinero 
y de activos, donde recopilará tanto información nacional como internacional. 

 Para efecto de mayor eficacia, la información que dichas instituciones obtengan en la investigación y 
descubrimiento de lavado de dinero y de activos la compartirán y, de ser posible, la intercambiarán con otras 
instituciones nacionales e internacionales. 

 

 Art. 19.- Previa orden administrativa emanada de la Fiscalía General de la República, la Policía Nacional 
Civil podrá practicar registro de todo vehículo terrestre, aéreo o marítimo que ingrese en el territorio nacional o 
cuando lo considere conveniente de los que circulan en él, reteniéndolo el tiempo mínimo o indispensable para 
practicar la diligencia; así como para proceder al registro o pesquisa de personas sospechosas y de sus 
equipajes, bolsas de mano o cualquier otro receptáculo en que sea posible guardar evidencia relacionada con 
la comisión del delito de lavado de dinero y de activos. La pesquisa se realizará respetando la dignidad y el 
pudor de la persona. (2) 

La Policía Nacional Civil, podrá proceder sin previa orden administrativa a que se hace mención en el inciso 
anterior, en los casos previstos en los artículos 196 y 197 del Código Procesal Penal. (2) 

Toda persona que al ingresar o salir del territorio de la República por cualquier vía, independientemente de 
su nacionalidad, deberán declarar si transporta consigo billetes, giros, cheques propios o ajenos, instrumentos 



 

negociables al portador, en moneda nacional o extranjera o valores, en la cuantía de Diez Mil Dólares de los 
Estados Unidos de América o más, o el equivalente en moneda extranjera, de acuerdo a las fluctuaciones de la 
moneda nacional, de no ser así, deberá determinarse su monto; caso contrario, se cumplirá con expresar tal 
circunstancia mediante declaración jurada. (2) 

 

 Art. 20.- Es responsabilidad de la Dirección General de Aduanas, la comprobación de la veracidad de las 
declaraciones a que se refiere el Art. 19 de la presente Ley. (2) (6) 

La falsedad, omisión o inexactitud de la declaración en cuantía que sea igual o mayor a diez mil dólares de 
los Estados Unidos de América o su equivalente en moneda extranjera, provocará la retención de los valores y 
una vez establecida, se notificará a la Policía Nacional Civil y a la Fiscalía General de la República, para los 
efectos legales a que se refiere el Art. 8-A de esta Ley y otros que procedieren. (2) (6) 

Las resoluciones que la Dirección General de Aduanas emita serán apelables. (2) (3) (6) 

En los casos de archivo, sobreseimiento o absolución, se devolverá lo retenido o incautado, imponiéndosele 
una multa del cinco por ciento, si se demostrare que existió negligencia. En caso de sentencia condenatoria o 
no demostrase la procedencia legítima, el Juez ordenará que el dinero, bienes y valores incautados ingresen al 
Fondo Especial de Dineros Objetos de Medidas Cautelares o de Extinción, establecido en el Art. 93 de la Ley 
Especial de Extinción de dominio y de la Administración de los bienes de origen o destinación ilícita. (2) (6) 

 

 Art. 21.- En cualquier estado del procedimiento que la Dirección General de Aduanas determinare que 
concurre la probable comisión de un hecho delictivo, remitirá las diligencias practicadas junto con los valores 
retenidos a la Fiscalía General de la República, en el plazo de ocho horas a partir de la resolución que determine 
dicha circunstancia, quien tomará a su cargo el procedimiento en coordinación con la Policía Nacional Civil; lo 
anterior, sin perjuicio de aquellos casos de detención en flagrancia. (2) 

 

 Art. 22.- Toda la información que se obtenga en la investigación del delito del lavado de dinero y de activos 
será confidencial, salvo que sea requerida conforme a la Ley, en la investigación de otro delito. 

 

 Art. 23.- DEROGADO. (1) (3) 

 

Art. 23-A.- La Superintendencia del Sistema Financiero en coordinación con la Fiscalía General de la 
República y demás organismos vinculados a actividades financieras, deberán realizar anualmente campañas 
de concientización para la prevención del delito de lavado de dinero y de activos a nivel nacional. (2) 

 

CAPITULO V 

EXCEPCIONES AL SECRETO BANCARIO Y MEDIDAS CAUTELARES 

 

 Art. 24.- El secreto bancario así como la reserva en materia tributaria, no operarán en la investigación del 
delito de lavado de dinero y de activos; la información que se reciba será utilizada exclusivamente para efecto 
de prueba en dicha investigación y sólo podrá ser ordenada por el Fiscal General de la República o el Juez de 
la causa en el momento procesal oportuno. 

 

 Art. 25.- Para el efecto de incautar o requerir la presentación de documentos bancarios, financieros o 
mercantiles, será necesaria la orden del juez competente quien podrá expedirlas en cualquier etapa del proceso. 



 

 El Juez podrá en todo momento ordenar el congelamiento de las cuentas bancarias, el secuestro preventivo 
de los bienes de los imputados, mientras transcurre la investigación o proceso respectivo. 

 En caso de urgente necesidad, el Fiscal General de la República, podrá ordenar la inmovilización de las 
cuentas bancarias de los imputados, así como de los fondos, derechos y bienes objeto de la investigación, en 
los delitos a que se refiere esta ley; pero dicha inmovilización no podrá exceder de diez días, dentro de los 
cuales deberá darse cuenta al juez competente. Quien fundamentará razonablemente sobre la procedencia o 
improcedencia de dicha medida conforme a la Ley. 

 

CAPITULO VI 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

 Art. 26.- Serán aplicables a la presente Ley, las normas y procedimientos contenidas en los Código Penal 
y Procesal Penal y demás disposiciones legales en lo que no contraríe su texto. 

 Los delitos mencionados en esta Ley están excluidos del conocimiento del Jurado. 

 

Art. 26-A.- No incurrirán en ningún tipo de responsabilidad los sujetos obligados, sus representantes legales 
y empleados, por el hecho de remitir a la Unidad de Investigación Financiera los reportes establecidos o 
cualquier información que ésta le requiera; así como, por realizar los actos en cumplimiento con lo que establece 
la presente Ley. (2) (3) 

 

Art. 26-B.- El que revelare, divulgare o utilizare en forma indebida la información, que los sujetos sometidos 
al control de la presente Ley están obligados a informar a la UIF de la Fiscalía General de la República, será 
sancionado con prisión de tres a seis años. (2) 

El que destruyere, inutilizare, desapareciere, alterare o deteriorare la información a la que se ha hecho 
referencia en el inciso anterior, será sancionado con prisión de cuatro a ocho años. (2) 

El cometimiento de las infracciones a las que se hacen referencia en los incisos anteriores, por parte del 
funcionario, empleado o autoridad pública y privada se agravará hasta en una tercera parte del máximo; siendo 
así mismo, justa causa para la destitución de su cargo, previo al procedimiento establecido en el régimen de 
servicio que le fuere aplicable. (2) 

La aplicación de las sanciones previstas en la presente Ley, se harán sin perjuicio de otras 
responsabilidades penales, civiles o administrativas en que incurran los infractores. (2) 

 

 Art. 27.- Los detenidos provisionalmente por el delito de Lavado de Dinero y de activos no gozarán del 
beneficio de sustitución por otra medida cautelar. 

 Los condenados por el delito de lavado de dinero y de activos no gozarán del beneficio de libertad 
condicional, ni de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 

 

 Art. 28.- El Presidente de la República dentro del plazo de 90 días a partir de la vigencia de esta Ley, deberá 
emitir los reglamentos necesarios para la aplicación y funcionamiento de la misma. 

 

CAPITULO VII 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 



 

 

 Art. 29.- Mientras no se desarrollen las funciones de la Unidad de Investigación Financiera, en la Ley 
Orgánica del Ministerio Público, las atribuciones de ésta serán ejercidas por la Unidad de Antinarcotráfico de la 
mencionada institución. 

 

Art. 29-A.- El cumplimiento del requisito establecido en el literal a) del Art. 14 de la presente Ley, será 
exigible seis meses después de la vigencia del presente Decreto. (3) 

 

 Art. 30.- Mientras no entre en funcionamiento la UIF, se faculta al Ministerio de Hacienda, para que del 
producto de la venta de los bienes de ilegítima procedencia que hayan caído en comiso, inmediatamente los 
asigne en el presupuesto General al patrimonio especial de acuerdo a lo establecido en el Art. 23 de esta ley y 
su reglamento. 

 

 Art. 31.- El presente Decreto entrará en vigencia el dos de junio de mil novecientos noventa y nueve, previa 
publicación en el Diario Oficial. 

 

 DADO EN EL SALON AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los dos días del mes de 
diciembre de mil novecientos noventa y ocho. 

 
JUAN DUCH MARTINEZ, 

PRESIDENTE. 
 

GERSON MARTINEZ, 
PRIMER VICEPRESIDENTE. 

 
CIRO CRUZ ZEPEDA PEÑA, 

SEGUNDO VICEPRESIDENTE. 
 

RONAL UMAÑA, 
TERCER VICEPRESIDENTE. 

 
NORMA FIDELIA GUEVARA DE RAMIRIOS, 

CUARTA VICEPRESIDENTE. 
 

JULIO ANTONIO GAMERO QUINTANILLA, 
PRIMER SECRETARIO. 

 
JOSE RAFAEL MACHUCA ZELAYA, 

SEGUNDA SECRETARIO. 
 

ALFONSO ARISTIDES ALVARENGA, 
TERCER SECRETARIO. 

 
GERARDO ANTONIO SUVILLAGA GARCIA, 

CUARTO SECRETARIO. 
 

ELIVIA VIOLETA MENJIVAR, 
QUINTA SECRETARIA. 

 



 

JORGE ALBERTO VILLACORTA MUÑOZ, 
SEXTO SECRETARIO. 

 

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los diez días del mes de diciembre de mil novecientos noventa y ocho. 

 
PUBLÍQUESE, 

 
ARMANDO CALDERON SOL, 

Presidente de la República. 
 

RUBEN ANTONIO MEJIA PEÑA, 
Ministro de Justicia. 
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